
 

 

Valoración de ECODES sobre el Electrification Action 

Plan (EAP) 

1. Valoración general 

Valoramos positivamente que la Comisión Europea adopte, por primera vez, un objetivo 

específico de electrificación para el conjunto de la Unión y que lo acompañe de un plan de 

acción para eliminar cuanto antes las barreras que están frenando su penetración. Es un 

reconocimiento largamente esperado de que la electrificación no es solo una apuesta de 

futuro, sino la herramienta más eficaz para reducir emisiones, abaratar la factura energética 

y liberar a Europa de la dependencia de los combustibles fósiles importados. 

 

Compartimos el diagnóstico de partida. La dependencia de la UE de los combustibles fósiles 

importados constituye una vulnerabilidad estructural, con impactos directos en los precios, 

en la economía y en las personas, y la independencia energética basada en energía limpia, 

propia y asequible es, en efecto, una cuestión de soberanía. Compartimos también que la 

electrificación rápida de la economía europea sea la vía hacia una mayor competitividad, 

seguridad de suministro y precios más bajos a lo largo de toda la cadena de valor, y 

valoramos que el Plan sitúe la eficiencia energética como habilitador de esa transición. 

 

Ahora bien, desde ECODES matizamos que el valor de este Plan dependerá de tres 

condiciones:  

 

● La primera es la ambición: el objetivo de 2040 se queda en indicativo (46%) y, 

además, sujeto a una evaluación de impacto. Reclamamos que pase de indicativo a 

vinculante y que se eleve al menos hasta el 50%, con la máxima ambición posible y 

coherente con una trayectoria hacia un sistema 100% renovable, sin rebajas de 

última hora; que el propio Plan sitúe ya el KPI de electrificación en el 32% para 2030 

obliga a que la cifra de 2040 sea superior. 

● La segunda es la coherencia: el Plan arrastra una contradicción de fondo al incluir la 

energía nuclear (y, en algunos momentos, el gas) dentro de la categoría de 

"electrificación limpia", y la desarrollamos en el bloque siguiente.  

● La tercera es la implementación: buena parte de las acciones se formulan en clave 

blanda ("explorar", "evaluar", "apoyar a los Estados miembros") y el propio 

documento reconoce que ningún Estado ha transpuesto todavía plenamente la 

REDIII. Un plan como este no servirá de nada si no se implementa de forma real, 

con medidas vinculantes, objetivos cuantitativos, calendarios e instrumentos 

financieros explícitos ligados a cada medida. Europa no puede permitirse tibieza: lo 

que necesita ahora es determinación. 

Por último, en el plano de la gobernanza, valoramos la creación de una Electrification Action 

Plan Alliance (Acción 14), pero reclamamos que no se limite a las autoridades nacionales y 

a los actores privados de la cadena de valor: debe incorporar también a organizaciones 

ambientales, ecologistas y sindicales, o a sus redes europeas. La competitividad industrial y 



 
 
las oportunidades de mercado no pueden desligarse de la política climática ni de una 

transición ecológica justa, social e inclusiva. 

2. Nuclear y gas: la contradicción de fondo 

Desde ECODES consideramos que la principal debilidad del Plan es incluir la energía 

nuclear (y en algunos pasajes el gas) dentro de lo "limpio", "propio" y "asequible". El texto 

oficial lo hace de forma explícita: habla de "electricidad limpia (renovables y nuclear)", 

incluye la nuclear entre las "cadenas de valor de la electrificación limpia" y presenta los 

reactores modulares pequeños (SMR) como tecnología que "complementa a las 

renovables". Y lo traduce en acciones concretas: la cooperación transfronteriza para 

acelerar las licencias de nuevos reactores y la extensión de la vida útil de los existentes, 

que "debería perseguirse salvo que resulte antieconómica o insegura" (Acción 4); y el apoyo 

a los SMR para suministrar electricidad a la industria (Acción 12). Lo consideramos un error 

estratégico, ambiental, climático y social, y por ello valoramos negativamente todas las 

acciones vinculadas al despliegue, las licencias transfronterizas, la extensión de vida útil de 

reactores y los SMR. La apuesta de ECODES es, y seguirá siendo, por las fuentes 

renovables. 

La nuclear no es ni verde, ni barata, ni segura. Requiere fuertes inversiones públicas y 

plazos de una década o más (frente a los meses o pocos años de la solar y la eólica), su 

coste de generación es muy superior al de las renovables y la brecha se ha ido ampliando, 

genera residuos de alta actividad sin solución de almacenamiento a la escala de tiempo que 

exigen, y su carácter inflexible ya provoca vertidos de renovables cuando la penetración 

variable es alta. El gas, por su parte, es un combustible fósil: pintarlo de limpio ignora las 

fugas de metano a lo largo de su ciclo de vida y perpetúa la dependencia fósil, y no puede 

considerarse una "energía puente". Trasladar señales de mercado o financiación pública a 

la nuclear y el gas detrae, además, recursos de la implantación de renovables, redes, 

almacenamiento y flexibilidad, que es donde está el cuello de botella real de la 

electrificación. 

Reclamamos, en consecuencia, que la electrificación europea se defina explícitamente 

como electrificación renovable; que no se establezca ningún nuevo mecanismo de 

remuneración a largo plazo ni señal de mercado que afiance la nuclear o el gas; y que los 

SMR no se presenten como solución limpia ni de corto plazo. Advertimos también del riesgo 

de una interpretación acrítica del principio de neutralidad tecnológica, que permite mantener 

tecnologías intensivas en emisiones bajo una falsa equivalencia y desvía recursos de las 

soluciones ya disponibles y escalables. 

3. Precios, fiscalidad y dimensión social 

Valoramos positivamente que el Plan identifique con acierto el diferencial de precio entre 

electricidad y gas como la barrera central de la electrificación (la electricidad es de media 

casi tres veces más cara que el gas para las empresas y dos veces y media para los 

hogares) y que mantenga el KPI de ratio electricidad/gas de máximo 2,5 para hogares y 2 

para industria en 2030, la propuesta legislativa sobre facturas eléctricas y cargos de red 

(Acción 2) con una provisión sobre el diferencial fiscal entre electricidad y gas, y el 



 
 
compromiso de eliminar progresivamente las subvenciones a los combustibles fósiles 

(Acción 3, Q4 2026). Valoramos igualmente el papel del ETS2 y del Fondo Social para el 

Clima para incentivar la electrificación y acompañar a hogares vulnerables, usuarios del 

transporte y microempresas, así como el impulso a la flexibilidad y el almacenamiento (KPI 

de 200 GW en 2030). 

Matizamos, no obstante, que la fiscalidad necesita dientes. La reforma de los impuestos 

especiales queda en manos de los Estados miembros y en clave de recomendación, 

cuando es ahí donde reside buena parte del desequilibrio; sin actuar sobre la fiscalidad 

energética, el KPI del ratio no será creíble. Matizamos también que la flexibilidad, por sí 

sola, no abarata la factura de los hogares vulnerables: las medidas de flexibilidad y la 

retirada genérica de impuestos y cargos benefician sobre todo a quien más electricidad 

consume (hogares de renta alta, ya electrificados), de modo que se necesitan además 

tarifas sociales y medidas específicas dirigidas a quienes más lo necesitan. 

Reclamamos, por tanto, reformas fiscales de calado que penalicen a quién contamina y 

favorezcan la electrificación; que se garantice que más del 40% de los ingresos de ETS2 se 

destinen a una transición ecológica justa e inclusiva, a través del Fondo Social para el 

Clima, los Planes Sociales para el Clima nacionales y otros instrumentos equivalentes, 

movilizando recursos adicionales de los ingresos restantes; y que se reconozca el derecho 

a la energía con tarifas sociales y la prohibición de cortes de suministro a las personas 

vulnerables.  

 

En materia de mercado eléctrico, y en coherencia con nuestro decálogo, reclamamos que la 

flexibilidad de la demanda, el autoconsumo colectivo y de proximidad y las comunidades 

energéticas se valoren con el mismo peso que la generación y sin barreras de acceso a red, 

que el umbral de CO₂ de los mecanismos de capacidad se reduzca hacia cero y que se 

ponga fin a la posición dominante de las grandes eléctricas.  

 

Por último, aunque valoramos que el Plan prevea un esquema común de calificación y 

estándares mínimos de eficiencia para los centros de datos, advertimos de que se 

presentan sobre todo como fuente de flexibilidad sin cerrar el riesgo de que su consumo 

eleve la factura de los hogares ni sus impactos en red, emisiones y agua: reclamamos que 

se condicionen a criterios de eficiencia, renovables, gestión y flexibilidad frente a la red y 

aprovechamiento de su calor residual, con protección frente al traslado de costes a la 

ciudadanía.. 

4. Industria 

Desde ECODES abordamos la electrificación industrial desde una convicción que atraviesa 

todo nuestro trabajo en industria: competitividad industrial y acción climática no son 

objetivos en tensión, son la misma agenda. La dependencia de los combustibles fósiles es 

hoy el principal riesgo competitivo de la industria europea, y la descarbonización de 

sectores como el acero y el cemento no es una carga climática, sino una estrategia de 

resiliencia, autonomía energética y supervivencia en un mercado europeo que penalizará 

progresivamente la huella de carbono. Desde ese marco valoramos el Plan. 

 

https://ecodes.org/hacemos/energia-y-personas/reforma-del-mercado-electrico-europeo-decalogo-para-poner-en-el-centro-a-las-personas-y-el-planeta


 
 
Valoramos positivamente que el EAP reconozca la electrificación industrial como la vía 

crítica de descarbonización del sector y que priorice la electrificación directa allí donde ya es 

viable, en particular en los procesos de baja y media temperatura mediante bombas de calor 

industriales y calderas eléctricas. Valoramos el aprovechamiento del calor residual (con un 

potencial del orden de 300 TWh/año) y el papel de las redes de calor y frío; la 

condicionalidad prevista en la revisión del ETS, que orienta más ingresos nacionales a la 

descarbonización industrial y condiciona la asignación gratuita a inversiones reales en 

reducción de emisiones, incluida la electrificación; y los instrumentos financieros asociados 

(el Banco de Descarbonización Industrial de 100.000 millones de euros y el ETS Investment 

Booster de 30.000 millones, la segunda subasta de calor industrial del Fondo de Innovación, 

las hojas de ruta de electrificación sectoriales y las alianzas de clúster). Valoramos, en 

particular, el KPI de ratio de precio electricidad/gas para la industria (máximo 2 en 2030), 

porque es una palanca decisiva: la bomba de calor industrial solo resulta rentable con ratios 

en torno a 2,5-3,5. Y valoramos que el Plan actualice la estrategia de hidrógeno para los 

usos donde la electrificación directa no es factible y que reconozca el acceso a la red como 

una barrera de primer orden. 

 

Matizamos que la afirmación de que el 60% de la demanda energética industrial es ya 

electrificable, siendo cierta, no debe ocultar la otra mitad ni, sobre todo, la naturaleza de los 

sectores que más pesan en las emisiones. En el acero y el cemento el calor de proceso 

domina el consumo (entre el 54% y el 86% según el sector) y una parte muy relevante se 

produce por encima de los 1.000 °C; en el cemento, además, más de la mitad de las 

emisiones no proceden de la energía, sino de la calcinación del clínker, una reacción 

química que libera CO₂ con independencia del combustible. Para estos sectores la 

electrificación directa, siendo necesaria, no basta. Coherentes con nuestra posición de que 

el "cómo" electrificar importa tanto como el "con qué", sostenemos que la electrificación 

debe ser renovable; que el hidrógeno debe ser verde y reservarse prioritariamente a los 

usos sin alternativa (la reducción directa del hierro en el acero, ciertos procesos de alta 

temperatura), evitando su dispersión en aplicaciones donde existen soluciones más 

eficientes; y que la captura de carbono sólo es admisible para las emisiones de proceso de 

algunos sectores, como puede ser el cemento o la industria química, evaluada caso por 

caso, después de agotar la eficiencia y la reducción de la ratio clínker/cemento, y nunca 

como sustituto de la transformación productiva ni como coartada para prolongar rutas 

fósiles. Por esa misma razón, y como desarrollamos en el bloque nuclear, rechazamos que 

los SMR se presenten como suministro "limpio" a la industria. 

 

Reclamamos, en primer lugar, que los instrumentos de electrificación que el propio Plan 

pone sobre la mesa (el Banco de Descarbonización Industrial, el ETS Investment Booster, la 

segunda subasta de calor industrial y la asignación gratuita condicionada del ETS) se aten a 

electrificación real y a reducciones de emisiones verificables, sin riesgo de bloqueo fósil, y 

prioricen la electrificación directa frente a soluciones que la retrasen: nada de SMR para la 

industria, ni uso indiscriminado de hidrógeno o de captura de carbono allí donde la 

electrificación directa ya es viable.  

 

En segundo lugar, reclamamos que la anunciada actualización de la estrategia de hidrógeno 

reserve el hidrógeno verde a los usos sin alternativa de electrificación (la reducción directa 



 
 
del hierro en el acero y ciertos procesos de alta temperatura), evitando su dispersión hacia 

aplicaciones donde existen soluciones eléctricas más eficientes.  

 

En tercer lugar, reclamamos que el KPI de ratio de precio electricidad/gas para la industria 

(máximo 2 en 2030) se acompañe de la fiscalidad vinculante que pedimos en el bloque de 

precios, porque sin cerrar ese diferencial la bomba de calor industrial puede no resultar 

rentable.  

 

En cuarto lugar, reclamamos acceso prioritario a la red para los proyectos de electrificación 

industrial (hoy con colas de conexión de años) y una planificación de red que anticipe la 

nueva demanda eléctrica del sector, así como que la metodología de evaluación del 

potencial de flexibilidad industrial prevista en el Plan se traduzca en medidas concretas.  

 

En quinto lugar, reclamamos que el aprovechamiento del calor residual y las redes de calor 

y frío (EU Waste Heat Initiative) cuenten con ambición y financiación suficientes.  

Y por último, reclamamos que la transición sea justa: una estrategia de cualificación que 

vaya más allá de los instaladores de bombas de calor (el Plan cifra en 500.000 los 

trabajadores necesarios, pero concentra ahí casi toda la formación) e incorpore electricistas, 

técnicos de baterías o mantenimiento de infraestructura de recarga, con diálogo social y 

participación sindical y anticipación del cambio estructural. 

5. Climatización (calefacción y refrigeración) y edificios 

Los edificios comerciales y residenciales suponen la mitad del consumo de gas de la UE, y 

en España el sector de la edificación es responsable de en torno al 30% del consumo de 

energía final y del 25% de las emisiones, de modo que la climatización es una de las 

palancas decisivas del Plan. Valoramos positivamente que la versión oficial incorpore el 

compromiso de adoptar un Cooling and Heating Action Plan, especialmente porque la 

refrigeración eficiente será cada vez más relevante en países del sur de Europa como 

España. Sin embargo, este avance debe ir acompañado de una hoja de ruta clara que 

establezca un calendario de salida de las calderas fósiles, objetivos vinculantes y 

plazos concretos para la transformación del parque de edificios. La descarbonización 

de la climatización no puede depender únicamente del despliegue de nuevas tecnologías, 

sino que requiere una planificación que dé certidumbre a hogares, empresas, fabricantes e 

instaladores. El futuro plan debe definir cómo y cuándo se producirá la sustitución 

progresiva de los sistemas fósiles, garantizando que la transición sea justa, asequible y 

adaptada a las distintas realidades climáticas y sociales de Europa.  

También valoramos que el documento reconozca de forma explícita el papel central de las 

bombas de calor en la descarbonización de los edificios: pueden cubrir calefacción, 

refrigeración y agua caliente sanitaria, que representan en torno al 80% del uso energético 

residencial, y el propio Plan señala que la sustitución de calderas de gas por bombas de 

calor puede reducir hasta un 60% la factura media de calefacción de los hogares. Además, 

acierta al subrayar que las bombas de calor aportan refrigeración eficiente, una prestación 

clave para la adaptación climática y la protección de la salud durante las olas de calor.  



 
 
Esta orientación coincide con los resultados de la Hoja de Ruta de la Calefacción Renovable 

y su ampliación en el Análisis Económico para la Descarbonización del Parque Residencial 

Español, elaborados por la Plataforma por la Descarbonización del Calor y el Frío, que 

modelizan distintos escenarios de sustitución de equipos en España y analizan sus 

implicaciones energéticas, económicas y de emisiones a 2050. Desde esa evidencia, 

defendemos que el cambio acelerado de equipos fósiles por soluciones limpias y eficientes 

es una medida inmediata, coste-efectiva y necesaria para reducir dependencia energética, 

emisiones y exposición de los hogares a la volatilidad del gas. Tras más de dos décadas de 

políticas de rehabilitación con ritmos todavía insuficientes, la sustitución de equipos debe 

tratarse como una palanca prioritaria y autónoma, compatible con la mejora progresiva de la 

envolvente, pero no subordinada a ella. 

Valoramos positivamente que el Plan empiece a abordar las barreras reales que hoy frenan 

la transición térmica: fabricantes e instaladores todavía orientados a tecnologías fósiles, 

costes iniciales elevados, falta de transparencia para el consumidor, financiación 

insuficiente y escasa planificación local. En este sentido, son especialmente relevantes la 

exploración de un Clean Heat Market Mechanism, el objetivo de elevar la tasa de instalación 

de bombas de calor hasta alrededor de 4 millones anuales en 2030, frente a 2,4 millones en 

2025, el posible mandato en edificios públicos, los comparadores nacionales de costes, los 

nuevos instrumentos de financiación, el impulso a la geotermia, el refuerzo de las redes de 

calor y frío y la financiación de planes locales a través de la European City Facility. 

Ahora bien, el anuncio del Cooling and Heating Action Plan debe traducirse en una 

estrategia con entidad real, no en una medida secundaria dentro de la agenda de 

electrificación. El reto no es solo acelerar el despliegue de bombas de calor, sino construir 

una arquitectura específica para la descarbonización de la climatización, con objetivos, 

calendario, financiación, gobernanza y una jerarquía de soluciones capaz de activar todas 

las palancas: bombas de calor, solar térmica, geotermia, redes de calor y frío eficientes y 

renovables, calor residual, rehabilitación, reducción de demanda, soluciones pasivas, 

adaptación urbana y reducción del carbono embebido de equipos y materiales. Esta 

estrategia debe responder a las diferencias climáticas, económicas y sociales entre Estados 

miembros, con medidas específicas para el sur y el este de Europa, donde las necesidades 

de confort térmico, refrigeración y adaptación son distintas y no pueden tratarse con una 

lectura homogénea del parque edificatorio europeo.  

En este sentido, valoramos que la Comisión reconozca la creciente necesidad de 

refrigeración eficiente, pero advertimos de que la refrigeración y la adaptación deben ocupar 

un lugar central en el futuro Cooling and Heating Action Plan. En países como España, con 

olas de calor cada vez más largas e intensas, la climatización estival ya es una cuestión de 

salud pública, pobreza energética y resiliencia urbana. La pregunta ya no es si se necesita 

refrigeración, sino cómo garantizarla de forma segura, eficiente y sostenible, sin agravar el 

sobrecalentamiento urbano ni la vulnerabilidad social. Por ello, el Plan debería incorporar 

medidas específicas para climas cálidos, soluciones pasivas y basadas en la naturaleza, 

reducción de isla de calor, protección frente a la pobreza energética de verano y 

refrigerantes naturales o de bajo impacto climático.  

https://www.plataformacaloryfrio.es/hoja-de-ruta-calefaccion-renovable/
https://www.plataformacaloryfrio.es/analisis-economico/
https://www.plataformacaloryfrio.es/analisis-economico/


 
 
También pedimos que el Clean Heat Market Mechanism pase de ser una posibilidad a 

explorar a un compromiso firme, con calendario, objetivos vinculantes y una definición 

estricta de “calor limpio” que excluya el lock-in fósil y las falsas soluciones. En esa misma 

línea, el Plan debe establecer una definición clara y sin ambigüedades de las calderas de 

combustibles fósiles, incluyendo cualquier equipo que funcione parcial o totalmente con 

combustibles fósiles, y fijar un calendario concreto para su sustitución. La Hoja de Ruta de 

la Calefacción Renovable de la Plataforma muestra que, en un escenario compatible con 

cero emisiones y con el objetivo de limitar el calentamiento global a 1,5 ºC en línea con el 

Acuerdo de París, las calderas fósiles deberían estar sustituidas en 2030. Esto exige 

eliminar progresivamente el apoyo público a la calefacción fósil, evitar que nuevas calderas 

sigan bloqueando emisiones, dependencia energética y costes durante 15 o 20 años más, y 

aplicar una jerarquía de soluciones en la que la combustión se evite siempre que existan 

alternativas más eficientes. En este marco, el biometano, el biogás y otros gases renovables 

no deben utilizarse como argumento para prolongar el uso de calderas de combustión en 

edificios, dado su potencial limitado, sus mayores costes y la existencia de alternativas 

eléctricas significativamente más eficientes para calefacción, refrigeración y ACS. La 

biomasa solo debería ser admisible bajo estrictas condiciones de sostenibilidad, 

disponibilidad local, ausencia de alternativas mejores y compatibilidad con los planes de 

calidad del aire.  

El despliegue de bombas de calor debe acelerarse desde ya, pero dentro de una estrategia 

que active de forma coordinada todas las palancas de la descarbonización térmica: mejora 

de equipos, rehabilitación de viviendas, electricidad renovable y reducción del carbono 

embebido. La rehabilitación de la envolvente, la mejora de emisores y las soluciones 

pasivas no deben plantearse como una condición previa generalizada que retrase la 

sustitución de equipos fósiles, pero sí como actuaciones complementarias esenciales, 

especialmente en los edificios de peor comportamiento energético y en los hogares más 

expuestos a pobreza energética de invierno y de verano. El Análisis Económico para la 

Descarbonización del Parque Residencial Español muestra, además, que la escala de 

financiación pública prevista actualmente está muy por debajo de la necesaria: la 

Plataforma estima en torno a 4.000 M€ anuales de inversión pública para el cambio de 

equipos térmicos solo en edificios residenciales, un orden de magnitud muy superior al 

contemplado en los instrumentos actuales. 

Por último, la dimensión social del Plan debe reforzarse para asegurar que la electrificación 

térmica reduzca desigualdades y no genere nuevas cargas financieras para los hogares 

vulnerables. El leasing social y otros esquemas de apoyo pueden ser herramientas útiles 

para reducir barreras de entrada, pero no deben sustituir una financiación pública suficiente 

ni las subvenciones directas allí donde sean necesarias. Estos instrumentos deben 

diseñarse con criterios claros de priorización social y territorial, atendiendo a renta, pobreza 

energética de invierno y de verano, calidad de la vivienda, exposición al calor, régimen de 

tenencia y capacidad real de los hogares para asumir pagos recurrentes. En el caso del 

leasing social, serán imprescindibles garantías robustas de protección al consumidor, 

transparencia de costes, opción clara de adquisición cuando proceda, acompañamiento 

técnico independiente y protección frente a desconexiones o pérdida de acceso al servicio 

en caso de impago. Para los hogares vulnerables, estos esquemas deben complementarse 

con subvenciones directas, financiación asequible, asistencia técnica y tarifas sociales que 



 
 
reduzcan de forma efectiva el coste eléctrico, de modo que la electrificación sea una vía de 

protección frente a la volatilidad fósil y la pobreza energética, y no una nueva fuente de 

endeudamiento o exclusión. 

6. Transporte 

El transporte por carretera consume un tercio de la energía de la UE y sigue dependiendo 

mayoritariamente de los combustibles fósiles, siendo uno de sus principales focos de 

emisiones. Compartimos la magnitud del reto y valoramos positivamente que el crecimiento 

de las ventas de vehículos eléctricos, ligado a la reducción de emisiones, demuestre que las 

políticas activas funcionan: los vehículos 100% eléctricos son la solución óptima para el 

transporte por carretera y deben reconocerse como la vía prioritaria, sin ambigüedades.  

En este sentido, matizamos una afirmación del propio documento: no es cierto que las 

soluciones eléctricas limpias sean "cada vez más" competitivas en coste frente a las 

alternativas fósiles en el transporte por carretera, ya lo son. Sostener esa ambigüedad abre 

la puerta a combustibles alternativos que perpetúan la dependencia fósil, no son eficientes 

ni competitivos y siguen contaminando. Destacamos, en la misma línea, que el documento 

recoja que un vehículo eléctrico de batería (BEV) puede suponer un ahorro de hasta el 78% 

frente a un vehículo equivalente de combustión, un dato que refuerza la narrativa de la 

electrificación por batería como solución ya madura y no como una promesa futura. 

Apoyamos el impulso a medidas concretas y valoramos positivamente la Acción 6 en la 

medida en que las concrete: objetivos de electrificación para flotas de empresa y públicas, 

incentivos para el mercado de segunda mano de vehículos eléctricos, fiscalidad progresiva, 

ayudas y subvenciones, y medidas específicas para camiones eléctricos. Reclamamos, no 

obstante, que el Plan incorpore objetivos cuantitativos, guías de orientación ambiciosas para 

los Estados miembro que garanticen una política común e instrumentos financieros 

explícitos vinculados a cada medida. 

Acogemos con satisfacción el impulso a los programas de leasing social para vehículos 

eléctricos, una demanda prioritaria de ECODES, y valoramos que el texto contemple 

financiación directa a los Estados miembro a través del Fondo Social para el Clima. Esto 

refuerza nuestra exigencia de que el Plan Social para el Clima de España incluya el leasing 

social para vehículos 100% eléctricos, con subprogramas específicos para personas 

residentes en zonas rurales, interurbanas o de baja densidad de población con dependencia 

estructural del vehículo privado, y para autónomos vulnerables, movilizando recursos 

adicionales de los ingresos restantes de ETS2 u otros instrumentos. 

En materia de flexibilidad y digitalización de la movilidad, valoramos positivamente el marco 

de sandboxes regulatorios para nuevos modelos de negocio vehicle-to-grid (V2G), la 

promoción de la carga inteligente por defecto en los contratos eléctricos vinculados a VE (a 

mediados de 2027) y la introducción de requisitos V2G obligatorios para los VE nuevos a 

finales de 2027, con protocolos de interoperabilidad estandarizados. 

Sobre infraestructura de recarga, valoramos positivamente las medidas siempre que 

mantengan la ambición de las directivas de emisiones ya aprobadas y garanticen la 

electrificación a batería como vía prioritaria, tanto para vehículos ligeros como para HDV. 



 
 
Venimos reclamando programas, ayudas e incentivos específicos para facilitar la 

penetración de los vehículos pesados eléctricos y la infraestructura de recarga necesaria, 

garantizando la vertebración territorial. Valoramos también la apuesta por la electrificación 

portuaria y los ferris eléctricos, pero consideramos insuficiente que el Plan solo establezca 

un KPI para la flota de ferris: debería incluir igualmente un KPI de puertos electrificados y de 

CO₂eq evitado mediante el suministro eléctrico en puerto. 

En el ámbito de la aviación, valoramos positivamente los esfuerzos de la Comisión Europea 

para reconocer el papel creciente de la electrificación en la descarbonización del sector, 

como el anuncio del lanzamiento de centros regionales de aviación cero emisiones. 

Además, la Comisión incluye la posibilidad a los aviones eléctricos e híbridos de recibir 

derechos de emisión en la propuesta del EU ETS, también anunciada hoy. 

Por último, en el ámbito industrial del transporte, valoramos que el Plan reconozca la 

necesidad de reforzar la manufactura europea de vehículos eléctricos, componentes y 

baterías como condición para no depender de terceros países. Sin embargo, el documento 

no contiene una sola mención a la minería ni a las materias primas críticas necesarias para 

escalar esa industria de baterías (una laguna difícil de justificar cuando el propio Plan 

reconoce que el cuello de botella está en las cadenas de suministro y en la manufactura) ni 

una conexión explícita con el Critical Raw Materials Act, sin la cual cualquier objetivo de 

electrificación del transporte corre el riesgo de quedar en papel mojado. 

7. Peticiones clave 

Desde ECODES resumimos nuestra posición en las siguientes peticiones clave:  

● Objetivo de electrificación 2040 vinculante y de al menos el 50%: que deje de 

ser indicativo (46%) y se convierta en un objetivo vinculante y más ambicioso, 

coherente con una trayectoria 100% renovable y sin rebajas tras la evaluación de 

impacto. 

● Electrificación limpia, renovable y eficiente: excluir la nuclear y el gas de la 

categoría de “limpio”, evitar nuevas señales de mercado o financiación pública que 

afiancen estas fuentes, rechazar los SMR como solución limpia o de corto plazo, y 

orientar los recursos hacia renovables, redes, almacenamiento, flexibilidad y 

eficiencia. 

● Ratio electricidad/gas como techo, no como aspiración blanda: mantener como 

mínimo de ambición el KPI de ratio electricidad/gas de máximo 2,5 para hogares y 2 

para industria en 2030, acompañado de fiscalidad energética vinculante, no solo 

ajustes en cargos de red, y de una eliminación acelerada de las subvenciones a los 

combustibles fósiles (97.000 M€ en 2024). 

● Justicia energética y protección social: garantizar tarifas sociales, prohibición de 

cortes de suministro a personas vulnerables, uso prioritario de los ingresos del ETS2 

y del Fondo Social para el Clima para una transición justa, y salvaguardas frente al 

traslado de costes a los hogares, incluidos los derivados de nuevos consumos como 

los centros de datos. 

● Cooling and Heating Action Plan ambicioso y adaptado a distintas realidades 

climáticas: asegurar que el plan anunciado por la Comisión cuente con objetivos, 



 
 

calendario, financiación, gobernanza y una jerarquía de soluciones. Debe activar 

bombas de calor, solar térmica, geotermia, redes de calor y frío eficientes y 

renovables, calor residual, rehabilitación, reducción de demanda, soluciones 

pasivas, adaptación urbana, refrigerantes de bajo impacto y reducción del carbono 

embebido, con medidas específicas para el sur y el este de Europa.  

● Calendario claro para eliminar calderas fósiles y acelerar el cambio de 

equipos: establecer una definición estricta de caldera de combustible fósil, 

incluyendo cualquier equipo que funcione parcial o totalmente con combustibles 

fósiles, y fijar un calendario concreto para su sustitución. La Hoja de Ruta de la 

Calefacción Renovable de la Plataforma muestra que, en un escenario compatible 

con cero emisiones y con el objetivo de limitar el calentamiento global a 1,5 ºC en 

línea con el Acuerdo de París, las calderas fósiles deberían estar sustituidas en 

2030. Este despliegue debe coordinarse con rehabilitación, mejora de emisores, 

electricidad renovable y soluciones pasivas, sin convertir la rehabilitación previa en 

una condición generalizada que retrase la sustitución.  

● Clean Heat Market Mechanism robusto: pasar de una mera exploración a un 

compromiso firme, con calendario, objetivos vinculantes y una definición estricta de 

“calor limpio” que excluya el lock-in fósil, las falsas soluciones, las calderas 

“preparadas para hidrógeno” y el uso de biometano, biogás u otros gases renovables 

como justificación para prolongar la combustión en edificios.  

● Refrigeración, adaptación y refrigerantes naturales: situar la refrigeración y la 

adaptación climática en el centro de la estrategia, especialmente para países del sur 

europeo como España, priorizando soluciones pasivas y basadas en la naturaleza, 

reducción de isla de calor, protección frente a pobreza energética de verano y 

refrigerantes naturales o de bajo impacto climático. 

● Planificación local de calor y frío: convertir el apoyo a planes locales de 

calefacción y refrigeración en una política estructural, no en un piloto, aprovechando 

la transposición de la Directiva de Eficiencia Energética y la obligación para 

municipios de más de 45.000 habitantes, con financiación suficiente y conexión con 

el Plan Nacional de Renovación de Edificios y el Plan Social para el Clima. 

● Financiación pública suficiente y priorización social: reconocer que la escala de 

financiación prevista actualmente es insuficiente. El Análisis Económico para la 

Descarbonización del Parque Residencial Español estima en torno a 4.000 M€ 

anuales de inversión pública para el cambio de equipos solo en edificios 

residenciales. El leasing social puede ser útil, pero no debe sustituir subvenciones 

directas, asistencia técnica, financiación asequible y protección al consumidor para 

hogares vulnerables. 

● Transporte electrificado a batería como vía prioritaria: reconocer la 

electrificación 100% a batería como opción prioritaria para turismos, furgonetas, 

camiones y ferris, con objetivos cuantitativos para flotas públicas y de empresa, 

leasing social para vehículos eléctricos con foco en zonas rurales y autónomos 

vulnerables, e indicadores de puertos electrificados y CO₂ evitado que 

complementen el KPI sobre ferris eléctricos. 

● Industria con electrificación real y verificable: condicionar los instrumentos del 

Plan, incluido el Banco de Descarbonización Industrial, el ETS Investment Booster, 

la subasta de calor industrial y la asignación gratuita del ETS, a reducciones de 

emisiones verificables, priorizando la electrificación directa frente a soluciones que la 



 
 

retrasen. El hidrógeno verde debe reservarse para usos sin alternativa de 

electrificación, principalmente industria de alta temperatura, y la captura de carbono 

solo para emisiones de proceso difíciles de abatir, caso por caso. 

● Redes, flexibilidad y calor residual con ambición: garantizar acceso prioritario a 

la red para proyectos de electrificación industrial y térmica, planificación anticipada 

de la nueva demanda eléctrica, desarrollo de flexibilidad y almacenamiento, y 

financiación suficiente para el aprovechamiento del calor residual y las redes de 

calor y frío. 

● Gobernanza plural e implementación real: asegurar que la Electrification Action 

Plan Alliance no se limite a actores privados e incorpore a organizaciones 

ambientales, ecologistas, sociales y sindicales. Todas las medidas del Plan deben 

contar con calendarios, objetivos cuantitativos, instrumentos financieros y 

mecanismos de seguimiento. 


